TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, quince de diciembre de dos mil nueve.

Acta No 658 del 15 de diciembre de 2009.

Expediente 66001-31-18-002-2009-00204-01

Se decide la impugnación que interpuso la demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, en la acción de tutela que instauró la señora Carmenza Rodríguez Correa contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Unidad Territorial Risaralda.

ANTECEDENTES

Relató la accionante que es desplazada de Bagadó, Chocó, desde el año 2000; su grupo familiar está compuesto por nueve personas; solicitó prórroga de la ayuda humanitaria a que tiene derecho y no se le ha concedido; es madre cabeza de familia, no tiene trabajo y le cortaron los servicios; en junio de este año recibió la última prórroga por valor de $920.000 y se le informó que no tenía derecho a nada mas.

Cita como lesionados sus derechos al mínimo vital y al autosostenimiento, sin elevar ninguna petición concreta. 

ACTUACIÓN PROCESAL

La acción correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira que la admitió por auto del 2 de noviembre de este año y dispuso las notificaciones de rigor.  

La subdirectora de atención a la población desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, refirió en el escrito por medio del cual ejerció su derecho de defensa a que la institución que representa cumple funciones de coordinadora y ente ejecutor; en el último caso es responsable de brindar atención humanitaria de emergencia que consiste en alojamiento transitorio, asistencia alimentaria, elementos de aseo personal, utensilios de cocina y kit hábitat por el término de tres meses prorrogables si el beneficiario se encuentra en las circunstancias previstas en la sentencia T-025 de 2004; que la señora Carmenza Rodríguez y su grupo familiar se encuentran inscritos en el registro único de población desplazada y que en esa condición han sido atendidas sus necesidades en forma integral puesto que se les han suministrado todos los componentes de la ayuda humanitaria de emergencia y se le han otorgado varias prórrogas; explica que otros beneficios como educación, salud, subsidio de vivienda y estabilización socioeconómica, entre otros, son suministrados por entidades con los cuales se han suscrito actas de compromiso y que hacen parte de SANIPD y por último, concluye que los beneficios que se otorgan se encuentran regulados por la Ley 387 de 1997, la cual se ha cumplido por parte de esa entidad en todo su rigor, razón por la cual no han vulnerado a los demandantes derecho fundamental alguno y solicita se nieguen las pretensiones.  

La instancia culminó con sentencia del 17 de noviembre último en la que se declaró improcedente la tutela y se absolvió a la entidad demandada.  Consideró la funcionaria de la primera sede que a la demandante no se le ha lesionado derecho alguno toda vez que la Agencia Presidencia para la Acción Social le ha entregado la ayuda humanitaria de emergencia que se encuentra establecida en la ley, la que ha sido prorrogada en  varias oportunidades y le han concedido otro beneficios por su condición de desplazada.

La tutelante se mostró inconforme con la decisión anterior y por eso la impugnó.  En el alegato respectivo planteó que sí hay vulneración de los derechos fundamentales que le corresponden porque en la actualidad no cuenta con apoyo de Acción Social en ninguna de las áreas mencionadas en la contestación de la demanda, fue desafiliada con su grupo familiar del sistema de salud, es madre cabeza de familia y no cuenta con recursos suficientes para autosostenerse.  Por esas razones pide se le conceda una nueva prórroga de la ayuda humanitaria.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

La procedencia de la tutela exige entonces la existencia de  acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual es posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

Tal como se deduce de los hechos planteados al formular la acción y del escrito que contiene la impugnación contra la sentencia proferida, se infiere que pretende la demandante por este medio excepcional de protección, se ordene a la entidad demandada la prórroga en la ayuda humanitaria que requiere por su condición de desplazada.

En su jurisprudencia la Corte Constitucional ha enseñado que la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia o su respectiva prórroga a la población desplazada, hace parte de sus derechos fundamentales y la ha definido, así:

“… la asistencia humanitaria es un conjunto de actividades a cargo del Estado dirigidas a proporcionar socorro a las personas desprotegidas en casos de desastres naturales, hambruna, terremotos, epidemias y conflicto armado interno. Por tal motivo, dada su gran importancia, ha sido considerada como un “derecho de solidaridad de tercera generación”, reconocido principalmente en instrumentos internacionales de derechos humanos que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad y que encuentran su fundamento en principios constitucionales tales como el Estado social de derecho, la dignidad humana, y en derechos fundamentales que se encuentran íntimamente ligados como la vida, la dignidad humana, mínimo vital, la salud, la vivienda, entre otros.

“En suma, la asistencia humanitaria en términos generales debe ser entendida como un derecho radicado en cabeza de la población civil, consistente en la facultad de reclamar del Estado la ayuda necesaria para salir de la situación de emergencia en la que se encuentran los Ciudadanos como consecuencia de causas naturales o humanas.

En relación con el término durante el cual se tiene derecho a la asistencia humanitaria, el artículo 15 de la Ley 387 de 199 lo establecía en tres meses, prorrogables por otros tres más, pero la Corte Constitucional, en  sentencia C-278 de 2007 declaró la exequibilidad condicionada de esa disposición, bajo el entendido de que la asistencia sería prorrogable hasta tanto el afectado se encuentre en condiciones de asumir su propio sostenimiento. En ese fallo, se expresó: 

“Si bien es conveniente que la referencia temporal exista, debe ser flexible, sometida a que la reparación sea real y los medios eficaces y continuos, de acuerdo a las particularidades del caso, hasta salir de la vulnerabilidad que atosiga a la población afectada, particularmente en esa primera etapa de atención, en la cual se les debe garantizar condiciones de vida digna que hagan viable parar el agravio, en tránsito hacia una solución definitiva mediante la ejecución de programas serios y continuados de estabilización económica y social.

 

“Teniendo en cuenta, entonces, que el estatus de desplazado no depende del paso del tiempo sino de una condición material, dichos programas sólo pueden iniciarse cuando exista plena certeza de que el desplazado tiene satisfecho su derecho a la subsistencia mínima, al haber podido suplir sus necesidades más urgentes de alimentación, aseo personal, abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, aspectos a los que apunta este componente de atención de acuerdo con lo estipulado en el artículo 15 de la ley 387 de 1997”.

Frente al caso particular de la prórroga, la petición debe ser evaluada en cada evento para determinar si el afectado puede o no sostenerse por su propia cuenta, de acuerdo con los parámetros señalados en la última providencia que se ha citado, y requerirá una respuesta oportuna de Acción Social, que de ser positiva, ha de señalar la fecha cierta en que se hará la respectiva entrega. 

Aparece acreditado que la actora y su núcleo familiar están inscritos en el Registro Único de la Población Desplazada, como lo aceptó la Asesora Jurídica de la entidad demandada al dar respuesta a la acción propuesta.

Además, como lo reconoció la demandante en el interrogatorio que absolvió en el curso de esta instancia, ha recibido ayuda humanitaria traducida en tres mercados recién producido su desplazamiento; aproximadamente $4.000.000 para adelantar un proyecto productivo, en el año 2000 ó 2001, que fracasó; $7.700.000 para adquirir vivienda, en el año 2002, la que aún está pagando, y durante este año $460.000 en el mes de febrero, $920.000.000 más o menos en junio y $1.380.000 después de proferido el fallo de primera instancia.

Surge de lo expuesto por la citada señora que Acción Social ha obrado de conformidad con la Ley 387 de 1997 por medio de la cual se adoptaron medidas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en nuestro país, en forma tal que le ha brindado ayuda económica en diversas oportunidades y para satisfacer diferentes necesidades, entre ellas, la de prórroga de la ayuda humanitaria en el transcurso de este año e incluso una más después de proferida la sentencia objeto de revisión, sin que entonces se configure acción u omisión que vulnere los derechos fundamentales cuya protección solicita. 

En esas condiciones, se avalará la decisión de primera instancia que negó el emparo solicitado.

Por lo expuesto, la Sala Nº 1 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1°.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira, el pasado 17 de noviembre, en el proceso de tutela instaurado por Carmenza Rodríguez Correa contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, Risaralda.

2.  Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3. Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

(Con permiso)

GONZALO FLÓREZ MORENO        

� Sentencia T-1094 de 2007, MP. Humberto Antonio Sierra Porto
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